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Proceso  Verbal 

Demandante José Pablo Ruiz Vélez 

Demandada María Ruiz Vélez y otros 

Radicado  No. 05360-31-03-001-2017-00219-01 

Procedencia Juzgado 1º Civil de Oralidad del Circuito de Itagüí 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 042 

 Decisión  Confirma 

Tema  Pertenencia 

Subtemas  Elementos axiológicos que se deben cumplir para la 

prescripción adquisitiva de un bien. Si no se cumple 

con uno de ellos se debe desestimar las pretensiones. 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISION CIVIL 

 

Medellín (Ant.), dos de diciembre de dos mil veintiuno 

 

I. OBJETO 

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante, en contra de la sentencia proferida por el 

JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD 

DE ITAGÜÍ – ANTIOQUIA, en el proceso verbal instaurado 

por el señor JOSÉ PABLO RUIZ VÉLEZ, en contra de los 

señores  JUAN FRANCISCO RUIZ VÉLEZ, ROSA ELENA 
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RUIZ VÉLEZ, MARÍA ADELA RUIZ VÉLEZ, ANA ISABEL 

RUIZ VÉLEZ, MARÍA GENOVEVA RUIZ VÉLEZ y TERESA 

DE JESÚS RUIZ VÉLEZ, en calidad de herederos 

determinados de los señores MARTÍN EMILIO RUIZ MAYA 

y ROSA ADELA VÉLEZ; de los señores  JOSÉ ALONSO RUIZ 

GARCÍA, MARÍA MAGDALENA RUIZ GARCÍA y MARÍA 

OLIVA RUIZ GARCÍA, en calidad de herederos determinados 

del señor MARTÍN EMILIO RUIZ MAYA; de los señores 

JORGE MARIO RUIZ USMA, DIANA RUIZ USMA y DILCIA 

RUIZ USMA, en calidad de herederos determinados del señor 

LUIS ELADIO RUIZ VÉLEZ, quien funge como heredero 

determinado del señor MARTÍN EMILIO RUIZ MAYA;  de 

los señores  ROBINSON RUIZ ACOSTA, ALBERTO RUIZ 

ACOSTA, MARÍA LEONOR RUIZ ACOSTA y GLORIA DEL 

SOCORRO RUIZ ACOSTA, en calidad de herederos 

determinados del señor JOSÉ DARÍO RUIZ VÉLEZ, quien 

funge como heredero determinado del señor MARTÍN 

EMILIO RUIZ MAYA y, en contra de los herederos 

indeterminados de los señores MARTÍN EMILIO RUIZ 

MAYA, ROSA ADELA VÉLEZ, LUIS EDUARDO RUIZ VÉLEZ 

y JOSÉ DARÍO RUIZ VÉLEZ, y PERSONAS 

INDETERMINADAS. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: Solicita el demandante se declare que como 

hijo de los señores Martín Emilio Ruiz Maya y Rosa Adela 

Vélez, adquirió por prescripción adquisitiva extraordinaria de 

dominio los siguientes bienes inmuebles: a) Una fracción del 

lote de terreno de mayor extensión con sus mejoras y 

anexidades, ubicado en el corregimiento La Tablaza del 
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Municipio de La Estrella – Antioquia, con un área total de 

92.00 MTS2, carrera 49DD No. 99Sur-125, interior 101, 

distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 001-379039 de 

la Oficina de Registro de instrumentos Públicos de Medellín, 

Zona Sur y, b) una fracción del lote No. Dos del terreno de 

mayor extensión que tiene un área total de 1.181.50 MTS2 y 

distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 001-374823 de 

la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, 

ubicado en el corregimiento La Tablaza del Municipio de La 

Estrella – Antioquia, que posee el demandante con sus 

mejoras y anexidades, cuenta con un área total actualizada 

topográficamente de 517.50 MTS2 y tiene las siguientes 

construcciones: Casa primer piso con un área de 56.73 MTS2, 

carrera 50 No. 99Sur-130; casa primer piso con un área de 

45.75 MTS2, carrera 50 No. 99Sur-134; casa segundo piso 

con un área de 101.06 MTS2, carrera 50 No. 99Sur-136; 

sótano 9908 con un área construida de 24.48 MTS2, carrera 

50 No. 99Sur-160; sótano 9807 con un área construida de 

24.48 MTS2, carrera 50 No. 99Sur-160; local comercial con 

un área construida de 358.01 MTS2, carrera 49DD No. 99sur-

125, interior 101; estas edificaciones se engloban como una 

única construcción porque jurídicamente no están divididas, 

sino materialmente; consecuente con lo anterior, ordene la 

inscripción de la sentencia en las matrículas inmobiliarias Nos. 

001-379039 y 001-374823 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur; por último, 

solicita se condene en costas a los demandados.  

 

Elementos fácticos: Afirma el demandante que su padre, el 

señor Martín Emilio Ruiz Maya, mediante escritura pública No. 

2771 del 24 de abril de 1946, otorgada en la Notaría Cuarta 
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de Medellín, adquirió un lote de mayor extensión con sus 

mejoras y anexidades, llamado El Circo, situado en el paraje 

La Tablaza del Municipio de La Estrella; el lote tuvo varias 

ventas, en virtud de lo cual el señor Ruiz Maya mediante 

escritura pública No. 3086 del 07 de diciembre de 1984, 

extendida en la Notaría de Itagüí, dejó constancia que el 

predio de su propiedad tiene un área aproximada de 1.226.50 

MTS2; inmueble que a su vez fue dividido en dos lotes de 

terreno así: Lote uno con un área aproximada de 45 MTS2, 

esto es, 9 metros de frente por cinco de fondo, y sometido al 

régimen de propiedad horizontal mediante el acto escriturario 

reseñado líneas atrás, predio que no es objeto de pretensión 

en la presente demanda y, el lote número dos con un área 

total de 1.180.50 MTS2, distinguido con la matrícula 

inmobiliaria No. 001-374823; en parte de este predio el 

demandante edificó las seis (6) construcciones reseñadas en 

las pretensiones y que no han sido sometidas al régimen de 

propiedad horizontal; inmuebles que están englobados en una 

fracción del reseñado lote No. 2, predio de mayor extensión, 

con un área total actualizada topográficamente de 517.50 

MTS2; además, de lo anterior, el señor Martín Emilio Ruiz 

Maya, adquirió un lote de terreno de 146 MTS2, del cual 

enajenó a la señora Martha Isabel Vélez Vásquez, 54 MTS2 

quedando un predio de 92 MTS2, distinguido con la matrícula 

inmobiliaria No. 001-379039 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur, donde el 

demandante construyó una casa con acceso principal de 

servidumbre por la carrera 50 No. 99Sur 160 - 9909 y otro 

acceso por la carrera 49DD No. 99Sur-125 interior 103. 
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El 24 de diciembre de 1991, el señor Martín Emilio Ruiz Maya, 

prometió en venta al demandante un lote de terreno con casa 

de habitación ubicado en el sector de La Tablaza del Municipio 

de La Estrella, marcada con los Nos. 99Sur-130 y 99Sur-134, 

y dos sótanos con acceso por la carrera 50, demarcados con 

los Nos. 99Sur 160 - 9807 y 99Sur 160 -9908, lote que tiene 

forma irregular, esto es una T invertida con un área 

aproximada de 540 MTS2; como precio se convino 

$3.500.000.oo, pagaderos $500.000.oo a la firma de la 

promesa y los restantes $3.000.000.oo en 15 letras de cambio 

por $200.000.oo cada una, pagaderas el día 27 de cada mes, 

iniciando el 27 de febrero de 1992 y así mes por mes, como 

consta en el contrato de promesa de compraventa; desde esa 

fecha el pretensor recibió a entera satisfacción los bienes 

prometidos en venta, donde además construyó una bodega 

con entrada exclusiva por la carrera 49DD; como actos de 

señor y dueño el demandante construyó el segundo piso de la 

casa 130 y 134, donde levantó un inmueble con servicios 

públicos domiciliarios, techo, piso, alcobas y demás, ubicado 

en la carrera 50 No. 99Sur-136, con un área construida de 

101.06 MTS2; el bien no está sometido al régimen de 

propiedad horizontal y hace parte del predio de mayor 

extensión denominado lote No. 2; en la parte de atrás de las 

edificaciones; es decir, en el solar, en un área de 258.01 MTS2 

construyó un local donde funciona la Chatarrería El Zafiro, no 

está bajo propiedad horizontal. En dicho inmueble constan las 

siguientes edificaciones: Casa primer piso con un área de 

56.73 MTS2, carrera 50 No. 99Sur-130; casa primer piso con 

un área de 45.75 MTS2, carrera 50 No. 99Sur-134; casa 

segundo piso con un área de 101.06 MTS2, carrera 50 No. 

99Sur-136; sótano 9908 con un área construida de 24.48 
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MTS2, carrera 50 No. 99Sur-160; sótano 9807 con un área 

construida de 24.48 MTS2, carrera 50 No. 99Sur-160; local 

comercial con un área construida de 258.01 MTS2, carrera 

49DD No. 99sur-125, interior 101. 

 

El pretensor ha ejecutado actos de señor y dueño sobre los 

bienes a usucapir, construyó la casa del segundo piso y el local 

comercial con las redes de servicios públicos, tales como 

acueducto, alcantarillado, teléfono, seis contadores de agua y 

luz; además, cambió las tuberías de aguas negras, el piso, 

revoque y pintura, ha cancelado el impuesto predial en forma 

ininterrumpida desde 1992, ha dado en arrendamiento 

algunos de los inmuebles y no ha reconocido dominio ajeno, 

siendo reputado dueño como lo mandan los arts. 762 y 981 

del C. Civil; el señor Martín Emilio Ruiz Vélez, fallecido, 

enajenó al demandante los derechos hereditarios que le 

pudieran corresponder en la sucesión de sus padres Martín 

Emilio Ruiz Maya y Rosa Adela Vélez, por escritura pública No. 

938 del 29 de septiembre de 2006, otorgada en la Notaría de 

La Estrella – Antioquia, cuyo proceso sucesorio se viene 

tramitando en el Juzgado Segundo de Familia de 

Descongestión, radicado con el No. 2009-00161, donde a los 

aquí demandados los reconocieron como herederos; el 

demandante está llamado a adquirir el bien raíz por 

prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, porque ha 

transcurrido el tiempo legalmente establecido, toda vez que 

entró en posesión de los bienes desde el año 1991. 

 

Integración del contradictorio: Los codemandados María 

Magdalena Ruiz García, María Oliva Ruiz García y José Alonso 

Ruiz García, replicaron la demanda, se opusieron a las 
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pretensiones y como medios de defensa formularon: (i) falta 

de identificación y determinación del bien o bienes 

inmuebles que pretende usucapir el demandante; (ii) 

falta de determinación a qué tipo de prescripción se 

fundamenta para la pretensión de pertenencia; iii) 

indebida integración por pasiva y, iv) estar el 

demandante ostentando la calidad de mero tenedor y 

no poseedor de los bienes inmuebles que pretende 

usucapir (folios 255 a 260 cuaderno principal). Por su parte, 

la señora Teresa de Jesús Ruiz Vélez, dio respuesta a la 

demanda, propuso las mismas excepciones formuladas por los 

demandados reseñados líneas atrás y la de “Existencia de 

otras personas que reclaman el bien en calidad de 

poseedores” (folios 261 a 266 cuaderno principal); 

igualmente, los accionados Juan Francisco Ruiz Vélez, María 

Genoveva Ruiz de Salomón, María Leonor Ruiz Acosta, Rosa 

Elena Ruiz Vélez, María Adela Ruiz Vélez y Ana Isabel Ruiz de 

Taborda invocaron los siguientes medios de defensa: i) 

inexistencia de la obligación y, ii) mala fe (folios 282 a 

288 cuaderno principal). Por su parte, el curador ad-litem de 

los señores Jorge Mario Ruiz Usma, Diana Ruiz Usma, Dilcia 

Ruiz Usma, Alberto Ruiz Acosta, Gloria del Socorro Ruiz Acosta 

y María Leonor Ruiz Acosta y de los herederos indeterminados 

de los señores Martín Emilio Ruiz Maya, Rosa Adela Vélez, Luis 

Eladio Ruiz Vélez y José Darío Ruiz Vélez, señaló que las 

pretensiones deben ser acogidas, siempre y cuando el 

demandante acredite los requisitos y demuestre su ánimo de 

señor y dueño; como excepción propuso La genérica (folios 

309 y 310 cuaderno principal).  
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Sentencia: Se profirió el 08 de noviembre de la pasada 

anualidad, con la siguiente resolución: 

 

“PRIMERO: DECLARAR probadas las excepciones de falta de 

individualización jurídica de los inmuebles y no acreditación 

de la posesión, conforme con lo expuesto. 

  

“SEGUNDO: DENEGAR las súplicas de la demanda, conforme 

con lo expuesto en la parte motiva.  

 

“TERCERO: CONDENAR en costas a la parte demandante. Por 

agencias en derecho se fija la suma de cinco (5) salarios 

mínimos a favor de los demandados”.  

 

La sentencias plantea como problema jurídico, el determinar 

si el demandante acreditó los presupuestos axiológicos de la 

prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio; los 

elementos de la acción son la tenencia de los bienes con ánimo 

de señor y dueño por el término legalmente establecido; que 

la posesión recaiga sobre un bien o derecho susceptible de 

prescripción, lo que excluye los bienes baldíos y los de uso 

público y, la identificación del bien a usucapir con el poseído 

por el demandante. En este caso, el actor pretende los bienes 

inmuebles descritos en la demanda y que hacen parte de las 

matrículas inmobiliarias Nos. 001-379039 y 001-374823, en 

los siguientes términos: Primero: Una fracción del lote de 

mayor extensión con sus mejoras y anexidades ubicado en el 

paraje La Tablaza del Municipio de La Estrella, con un área de 

92 MTS2 que se identifica con la nomenclatura carrera 49DD 

No. 99Sur-125, interior 101, cuyos linderos aparecen en la 

demanda y matrícula inmobiliaria No. 001-379039; Segundo: 
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Una fracción del lote No. 2 del terreno de mayor extensión, 

con un área total de 1.181,50 MTS2, con sus mejoras y 

anexidades ubicado en el paraje La Tablaza del Municipio de 

La Estrella – Antioquia, con un área de 517.50 MTS2, cuyos 

linderos describe en el líbelo genitor y que hace parte de la 

matrícula inmobiliaria No. 001-374823 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur; 

donde se realizaron las siguientes construcciones:  casa 

primer piso con un área de 56.73 MTS2; casa primer piso 

destinada a vivienda con un área de 45.75 MTS2; casa 

segundo piso destinada a vivienda ubicada en la carrera 50 

No. 99Sur-136; sótano 9908 con un área construida de 24.48 

MTS2; sótano 9807 con un área de 24.48 MTS2; local 

comercial con un área construida de 358.01 MTS2, destinado 

a la chatarrería “El Zafiro”; construcciones cuyas 

características aparecen descritas en la demanda y como no 

están sometidas al régimen de propiedad horizontal, se 

engloban en una sola construcción dentro de la fracción del 

lote No. 2, de mayor extensión. 

 

Dada la inconsistencia que se presenta en la pericia decretada 

de oficio, tanto en los bienes objeto de la demanda, como en 

el lote de mayor extensión, para su individualización jurídica; 

el Despacho requirió al auxiliar de la justicia en tal sentido; al 

efecto, a folio 749 y siguientes el experto señala en el gráfico 

el área del predio con matrícula inmobiliaria No. 001-379039 

y al que le corresponden 92 MTS2, y el predio de mayor 

extensión, con matrícula No. 001-374823 con un área total de 

1.181 MTS2; agrega a folio 750 con relación a la duda que se 

presentó en la audiencia adelantada el 22 de agosto de la 

pasada anualidad, donde el arquitecto German Montoya hizo 
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referencia a que en el inmueble a usucapir, comprendido en 

el l 

ote de mayor extensión con matrícula 001-374823, existían 

dos predios pero desde el punto de vista catastral, porque 

llega un impuesto predial independiente para cada uno de 

ellos; a folio 765 aparece el gráfico con los siguientes linderos: 

“Por el norte, con predio de Gilberto Rojas; por el este u 

occidente, con predio de Ramón Antonio López; por el este u 

oriente, con predio de Martha Isabel Vélez y predio del 

Ferrocarril hoy INVIAS, y por el sur, con el predio No. 2 de 

mayor extensión con matrícula inmobiliaria No. 001-374823”; 

linderos que se pueden constatar en la citada matrícula a 

folios 6 y 7 del expediente, en la que figura como vendedor el 

señor Martín Emilio Ruiz; lo que en principio concuerda con el 

inmueble identificado en la demanda; sin embargo, allí indicó 

que corresponde a la nomenclatura carrera 49DD No. 99Sur- 

125, interior 101, pero el perito estableció que corresponde a 

otra nomenclatura; esto es, carrera 50 No. 99Sur-160, 

interior 9909 (folio 753 cuaderno principal); otro aspecto 

importante frente a la identificación del predio es que la 

demanda señala que corresponde a una porción del bien con 

matrícula inmobiliaria No. 001-379039; sin embargo, se trata 

de un único  predio y no de una fracción o parte del mismo.  

 

En torno al predio de mayor extensión, distinguido con 

matrícula inmobiliaria No. 001-374823, el experto en la 

aclaración al dictamen precisó que en el mismo están incluidas 

varias cédulas catastrales y jurídicamente cuenta con un área 

de 1.181,50 MTS2, de los cuales el señor José Pablo Ruiz 

Vélez, posee 482 MTS2 (folio 751 del cuaderno principal), 

delimitándolo según gráfico donde se indican los siguientes 
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linderos: “Por el norte, con el predio No. 1 con matrícula 001-

379039 objeto de la demanda y con propiedad de Ramón 

Antonio López; por el este u oriente con predio del Ferrocarril 

hoy INVIAS; por el oeste u occidente, con predio carrera 50 

autopista sur, y por este mismo sentido con predio de los 

herederos de los Tamayo e igualmente con propiedad de los 

herederos de Martín Ruiz antes Amado Restrepo; por el sur-

oeste con predios de herederos de Martín Ruiz; y por el sur 

con propiedad de los mismos herederos de Martín Ruiz, por 

un costado, y por el otro con predio carrera 49DD”; lo que no 

concuerda con lo descrito en la demanda, donde señala que 

por el sur linda con predio de Arturo Restrepo; además indica 

que el bien objeto de la acción identificado como lote No. 2, 

corresponde a una porción de un predio de mayor extensión 

distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 001-374823, el 

cual no fue determinado en la demanda; información 

ratificada por el perito al rendir declaración; señala la 

demanda que del citado predio se pretende una faja o fracción 

517.50 MTS2, cuando en la experticia consta que dicha 

porción cuenta con un área de 487 MTS2, y no de 517.50 

MTS2 como se afirma en el libelo genitor. 

 

Frente a los demás elementos de la pretensión adquisitiva de 

dominio y, en particular del inmueble con matrícula 

inmobiliaria No. 001-379039, la demanda señala que el señor 

Martin Emilio Ruiz Maya, padre del demandante, adquirió un 

lote de terreno de 143 MTS2, tomado de un inmueble de 

mayor extensión, por compra a Ramón Antonio López Ortiz, 

por escritura No. 2723 del 31 de octubre de 1984, quien a su 

vez, por acto escriturario No. 59 del 17 de enero de 1995, 

vendió a la señora Martha Isabel Vélez Velásquez, parte del 
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lote que corresponde a 54 MTS2, quedando el primer lote 

objeto de la demanda con un área de 92 MTS2 y que 

corresponde a la matrícula 001-379039, lo que se corrobora 

en el certificado de libertad visible a folio 4; indica que sobre 

este predio el pretensor levantó algunas mejoras; además, 

que desde el 24 de diciembre de 1991, y en virtud del contrato 

de promesa de compraventa, lo recibió y viene ejerciendo 

actos de señor y dueño; además, que el señor Martin Emilio 

Ruiz Vélez, vendió al demandante los derechos hereditarios 

que le correspondieran en la sucesión de sus finados padres 

Martin Emilio Ruiz Maya y Rosa Adela Vélez, cuyo proceso 

sucesorio se encuentra en trámite en el Juzgado Segundo de 

Familia de Descongestión, bajo el radicado No. 2009-0161 y 

los aquí demandados fueron reconocidos como herederos; de 

donde se puede colegir que el demandante pretende adquirir 

los reseñados inmuebles por prescripción adquisitiva 

extraordinaria de dominio por haberlos poseído desde el año 

1991. Al respecto, de la prueba allegada al proceso se observa 

que la demanda se presentó el 24 de mayo de 2017; a folio 

40 obra copia de la escritura pública No. 938 del 29 de 

septiembre de 2006, mediante la cual el señor Martín Emilio 

Ruiz Vélez, transfiere a título de venta a favor del demandante 

todos los derechos y acciones que le puedan corresponder en 

la sucesión intestada de sus padres Martin Emilio Ruiz Maya y 

Rosa Adela Vélez, en $1.000.000.oo, sin que haga mención a 

que derechos o bienes corresponden los mismos; a folio 41 

obra promesa de compraventa suscrita el 24 de diciembre de 

1991, por medio de la cual el señor Martin Emilio Ruiz Maya, 

promete vender al demandante un inmueble ubicado en el 

sector de La Tablaza del Municipio de La Estrella, demarcado 

con la nomenclatura 99Sur 130–134 y el sótano con el No. 
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99Sur 160 99; sobre el texto a mano alzada aparecen los 

números 07 – 99Sur – 160 – 99 – 08, de la carrera 50; la 

primera y tercera nomenclatura corresponde a la matrícula 

001-374823 y, la segunda, no indica a que matrícula 

pertenece; en efecto, se observa que lo prometido en venta 

corresponde al inmueble denominado No. 1, distinguido con 

la matrícula inmobiliaria No. 001-379039, pero en realidad 

corresponden a la matrícula 001-374823; a folios 87 a 100 

del expediente, obra constancia del pago del impuesto predial 

del inmueble con nomenclatura carrera 49DD No.  99Sur 125, 

interior 103, perteneciente a la matrícula No. 001-379039; a 

folios 44 y siguientes obran recibos de pago de la construcción 

a nombre del demandante, fechados el 20 de febrero y 31 de 

marzo de 1995 y de servicios públicos; a folio 80 obra 

certificado del Cuerpo de Bomberos de La Estrella, donde 

consta la inspección al negocio Chatarrería El Zafiro de 

propiedad del pretensor, el cual cumple con todos los 

requisitos; inmueble que según el perito hace parte de la 

matrícula No. 001-374823, aspecto que llama la atención del 

Despacho al estar conectado con el predio No. 1; por lo tanto, 

tenemos que tal inmueble no hace parte del lote No. 1. 

 

Aunado a lo anterior, se debe tener presente que algunos de 

los demandados propusieron la excepción de falta de posesión 

del demandante, porque el mismo ejerce actos de mero 

tenedor y no de poseedor, al ser reconocido como heredero y 

cesionario de derechos en la sucesión intestada de sus finados 

padres Martin Emilio Ruiz Maya y Rosa Adela Vélez, como 

consta en el proveído allegado al plenario; en la diligencia de 

inventarios y avalúos fueron inventariados los inmuebles 

objeto de esta demanda; la oposición a la diligencia de 
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secuestro presentada por los señores María Magdalena y José 

Alonso ante el Juzgado Primero de Familia de la localidad, se 

rechazó por no estar acreditados los elementos de la 

posesión; sin embargo, la Sala Cuarta de Familia del Tribunal 

Superior de Medellín, el 03 de mayo de 2006, revocó la 

decisión y reconoció la oposición presentada por los citados 

señores, respecto a los siguientes inmuebles: a) Local 

contiguo al primer piso carrera 50 99Sur-154; b) sótano - 

apartamento cuyo frente es para el Ferrocarril No. 99Sur 160 

- 9903 y, c) sótano – apartamento cuyo frente es para el 

Ferrocarril No. 99Sur 160 - 9902; en este orden de ideas, se 

tiene que durante el tiempo que el demandante alega la 

posesión, o por lo menos durante algún intervalo de tiempo, 

la posesión del inmueble con matrícula No. 001-379039, fue 

ostentada por los señores José Alonso y María Magdalena, 

según reconocimiento judicial que así lo dispuso; lo que 

denota la falta de posesión del pretensor sobre el citado 

inmueble al menos desde 1991, como lo afirma en la 

demanda; es de agregar que el citado inmueble fue 

inventariado en la relación de bienes de la sucesión de los 

señores Martin Emilio Ruiz Maya y Rosa Adela Vélez, al igual 

que el inmueble con matrícula No. 001-374823, también 

objeto de la demanda; a folio 451 del expediente, en 

audiencia de interrogatorio en la objeción a la diligencia de 

inventarios y avalúos, fueron excluidas las mejoras realizadas 

por el demandante, diligencia adelantada el 28 de abril de 

2009, por el Juzgado Segundo de Familia de la localidad, lo 

que aparece corroborado a folio 537 vuelto; dicho proveído 

resolvió la objeción al trabajo de partición y adjudicación; 

además, precisa que por providencia del 07 de marzo de 

2016, se ordenó reconocer al aquí demandante como 
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subrrogatario de los derechos herenciales del señor Martín 

Emilio Ruiz Vélez; igualmente, ordena rehacer el trabajo de 

partición sobre la asignación de cuotas de los inmuebles antes 

anotados, sin perjuicio de la posesión reconocida a los señores 

María Magdalena y José Alonso; esto respecto a mejoras con 

las nomenclaturas: 1) local contiguo ocupado como herrería y 

con frente a la vía que de Itagüí conduce a Caldas, 

anteriormente llamada Autopista Sur, primer piso carrera 50 

99Sur-154; 2) sótano - apartamento cuyo frente es para el 

Ferrocarril No. 99Sur 160 - 9904; 3) sótano – apartamento 

cuyo frente es para el Ferrocarril No. 99Sur 160 - 9903; 4)  

sótano – apartamento cuyo frente es para el Ferrocarril No. 

99Sur 160 - 9902; bienes que están inmersos en la citada 

matrícula inmobiliaria; se advierte, que al aquí demandante 

se le reconoce la doble cuota a que tiene derecho como 

heredero y cesionario de los derechos hereditarios del señor 

Martín Emilio Ruiz Vélez. 

 

Ahora, respecto al momento en que el demandante pretende 

le sea reconocida su calidad de propietario, al absolver el 

interrogatorio de parte, señaló que hizo negocios con su padre 

y así fue como le vendió las propiedades antes señaladas en 

$3.000.000.oo, de los cuales pagó parte a terceros que 

correspondían a deudas de su progenitor; la cuota inicial la 

pagó el 24 de diciembre de 1991; los bienes corresponden a 

6 apartamentos más o menos; por lo tanto, desde 1988 entró 

en posesión de éstos, les colocó agua, luz y teléfono entre 

otros; aspectos que se tornan contradictorios porque como 

viene de anotarse, la demanda afirma que el actor entró en 

posesión de los inmuebles en el año 1991, es decir, desde que 

suscribió la promesa de compraventa con su señor padre y 
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éste en la declaración de parte afirmó que entró en posesión 

en el año 1988. 

 

De lo anterior, se advierte que el demandante pretende en 

usucapión los bienes antes descritos, sin cumplir con la carga 

de individualizarlos de tal manera que no quede duda alguna 

acerca de sus dimensiones, cabida y linderos; pues como 

viene de indicarse, del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 

001-379039, que corresponde a un lote de 92 MTS2 

aproximadamente; además, de existir algunas imprecisiones 

en su identificación, porque la demanda señala que lo 

pretendido es una porción del inmueble, la misma fue 

identificada con una nomenclatura que no concuerda, como lo 

señala el experto en el dictamen; amén, que no se allegó 

medio de convicción que de manera concreta permitiera 

demostrar el momento exacto en que comenzó a realizar 

actos de poseedor y dueño; máxime, que los inmuebles objeto 

del proceso fueron incluidos en los inventarios de bienes de la 

sucesión de los progenitores del demandante, sin que el 

despacho desconozca que al interior del mismo se 

reconocieron a éste las mejoras construidas; además, que la 

jurisdicción se pronunció sobre el derecho de posesión de los 

señores María Magdalena y José Alonso, pues en dicha 

diligencia, adelantada por el Juzgado Segundo de Familia de 

la ciudad, sin discriminar porción alguna, se citó los derechos 

que les correspondía a éstos, como fue precisado en la 

providencia del 07 de marzo de  2016, visible a folio 540. En 

este orden de ideas, respecto al inmueble con matrícula No. 

001-379039, resulta claro que la descripción que se hace del 

mismo y las imprecisiones no fueran relevantes, se debió 

demostrar el momento a partir del cual el demandante ostenta 
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la calidad de propietario; es decir, el momento a partir del 

cual muta la calidad de tenedor de los bienes de la herencia a 

la de propietario, circunstancia que brilla por su ausencia; 

pues al hacer parte de la sucesión intestada de sus finados 

padres, señores Martin Emilio Ruiz Maya y Rosa Adela Vélez, 

la calidad de mero tenedor de los bienes que conforman la 

misma, no fue desvirtuada, por lo menos en algún intervalo 

de tiempo, sin que se pueda constatar a partir de qué 

momento comenzó a ejercer los actos de señor y dueño, 

independiente de que algunos de los testigos lo reconocieran 

como encargado de los inmuebles, pues en definitiva, al 

hacerse parte en la sucesión y ser reconocido como heredero 

y subrrogatario de los derechos de uno de sus hermanos, no 

acreditó en qué momento mutó su calidad de mero tenedor a 

poseedor; no obstante, que se allegó prueba oral relacionada 

con los contratos de arrendamiento de varios inmuebles y que 

en su declaración de parte aportó unos recibos de pago de 

servicios públicos e impuesto de construcción del año 1992, y 

unas letras de cambio con las que pretende demostrar el pago 

hecho a su señor padre en virtud del contrato de promesa de 

compraventa que celebraron; de tal suerte que, en este caso 

no se presentan los elementos necesarios para declarar la 

titulación de los bienes descritos en la demanda, pues a más 

de la incorrecta individualización jurídica de los mismos, si en 

gracia a discusión se aceptara que las diferencias respecto al 

inmueble con matrícula No.  001-379039, en cuanto a su 

identificación no fueren relevantes; resulta evidente que la 

posesión como señor y dueño del demandante no fue 

acreditada a cabalidad, pues el material probatorio no permite 

entrever desde cuando se comporta con ese ánimo y calidad; 

máxime, que fue reconocido como heredero y subrrogatario 
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en la sucesión de sus finados padres; e igualmente existe 

decisión judicial que reconoce posesión de parte de los predios 

objeto de la demanda en cabeza de otras personas; no sobra 

mencionar, que si bien las medidas cautelares no impiden el 

ejercicio de la posesión en cabeza de quien la ostenta, este 

aspecto se torna irrelevante en cuanto el momento a partir 

del cual entró en posesión y si efectivamente esa posesión fue 

de manera continua a pesar del juicio de sucesión en el que 

se hizo parte el pretensor; aspecto que desvirtúa la 

continuidad en la posesión. 

 

Por estas razones, se desestima las pretensiones de la 

demanda y, consecuentemente, se acoge las excepciones de 

falta de individualización jurídica de los inmuebles y del 

tiempo de la posesión.        

 

Apelación: Lo interpuso el extremo activo, quien dentro de 

los tres (3) días siguientes a la audiencia de instrucción y 

juzgamiento expuso los siguientes reparos: i) Indebida 

identificación de los inmuebles. Si bien existen diferencias 

entre los bienes pretendidos y los resultados de la experticia 

presentada, no existe duda sobre los inmuebles poseídos por 

el pretensor porque los mismos fueron identificados 

plenamente por el experto; amén, que la jurisprudencia ha 

señalado que no es necesario que exista perfecta coincidencia 

entre la identificación realizada en la demanda y la verificada 

en el campo, basta que razonadamente se trate del mismo 

predio con sus características fundamentales; frente al bien 

con matrícula inmobiliaria No. 001-374823, el error tiene que 

ver con el área del mismo, puesto que en la demanda se indicó 

que tiene un área de 517.50 MTS2, y según lo determinado 
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por el perito mide 487 MTS2 y la falta de identificación del 

inmueble de mayor extensión; imprecisiones que no son 

suficientes para afirmar que no existe una correcta 

identificación del bien pretendido; además, no existe peligro 

de afectar derechos ajenos; ii) Falta de prueba de la posesión. 

En cuanto a que en la nomenclatura del inmueble con 

matrícula No. 001-379039, no están incluidas las 

nomenclaturas referidas en el contrato de promesa de 

compraventa, pues todas aluden a la matrícula inmobiliaria 

No. 001-374823, el a quo no valoró las pruebas en conjunto; 

si bien, sobre dicho inmueble no se otorga suficiente claridad 

en la promesa de venta, existen unas letras de cambio para 

soportar el pago del precio, que no fueron desvirtuadas ni 

desconocidas por la contraparte; además, existen otras 

pruebas que acreditan la posesión como el pago del impuesto 

predial y servicios públicos, que tuvieron ocurrencia con 

anterioridad al deceso del padre del demandante y suscritor 

de la promesa de compraventa; así como los testimonios que 

identifican al pretensor como el poseedor del predio; amén, 

que al plenario se trajo el contrato de arrendamiento del 

inmueble a usucapir, ubicado en la carrera 50 99Sur-160, 

interior 9908, suscrito el 30 de abril de 1996, con Luz Edilma 

Colorado como arrendataria y el demandante como 

arrendador; en torno al predio con matrícula No. 001-379039, 

también se omitió valorar en forma conjunta las pruebas 

allegadas, puesto que en el plenario existe copia del contrato 

de promesa de compraventa suscrito el 24 de diciembre de 

1991, por el titular del derecho real de dominio, a más de unas 

letras de cambio que acreditan el pago del precio, dos 

contratos de arrendamiento del bien de la carrera 50 99Sur-

134, suscritos por el demandante como arrendador, el 25 de 
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julio de 2001 con Luz Edilma Colorado como arrendataria y el 

04 de febrero de 2016 con John Fredy Acevedo; además, los 

deponentes señalan como poseedor del inmueble al 

pretensor; en cuanto a que el actor incurrió en contradicción 

porque al absolver el interrogatorio afirmó que entró en 

posesión desde 1988, mientras en la demanda indica que fue 

desde el 24 de diciembre de 1991, ello constituye un error de 

apreciación de la prueba, pues no se puede pasar por alto que 

el demandante es una persona que no tiene estudios y nunca 

se había visto enfrentando a un proceso judicial; pero al 

analizar su declaración se puede deducir que lo que quiso 

indicar es que tiene el inmueble como tenedor desde 1988, 

pero la posesión con ánimo de señor y dueño la ostenta desde 

el 24 de diciembre de 1991, fecha en la que suscribió el 

contrato de promesa de compraventa con su señor padre; iii) 

Argumentos comunes a ambos inmuebles sobre la falta de 

prueba de la posesión y la interversión del título. Es cierto que 

el demandante fue reconocido como heredero en el proceso 

sucesorio de su finado padre con quien suscribió el contrato 

de promesa de compraventa; pero también lo es, que ello 

ocurrió por auto del 15 de agosto de 2003; es decir, cuando 

ya habían transcurrido 13 años de posesión para usucapir por 

parte de éste; es decir, ya había adquirido el derecho para 

demandar en pertenencia; pues tal como lo ha señalado la 

jurisprudencia “el heredero que alega haber adquirido por 

prescripción un bien que pertenece a la masa sucesoral debe 

probar que lo posee como dueño único, sin reconocer dominio 

ajeno e inequívoca, pública y pacíficamente y no en calidad de 

sucesor del causante”; en este caso, el demandante nunca 

pasó de poseedor a mero tenedor de la herencia, porque a 

pesar de haber sido reconocido como heredero, en verdad 
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nunca actúo como tal, pero sí lo hizo con “corpus y animus”, 

es decir con la convicción de ser su verdadero propietario, 

pues nunca ha perdido la posesión sobre el inmueble y desde 

el 24 de diciembre de 1991, ha ejercido actos de señor y 

dueño como lo demuestran las pruebas aportadas al plenario; 

amén, que el demandante es una persona casi analfabeta de 

la tercera edad, que no tiene conocimientos jurídicos y su 

apoderado en el proceso de sucesión no le informó sobre su 

calidad de poseedor de algunos de los bienes incluidos en el 

sucesorio y, por tanto, dicha omisión no se puede tener como 

prueba reina para negar su derecho a adquirir los bienes 

pretendidos en pertenencia; además, el apoderado del actor 

puso en conocimiento del Despacho que conoció de la 

sucesión y promovió un proceso de pertenencia sobre algunos 

bienes incluidos en la sucesión, tal como se indicó en las 

consideraciones de la sentencia emitida el 23 de octubre de 

2019. Así las cosas, la posesión del pretensor se tiene desde 

el 24 de diciembre de 1991, hasta la fecha, sin que se haya 

suspendido o interrumpido en virtud de su calidad de 

heredero; además, el a quo incurre en error al señalar que en 

el proceso de sucesión se tuvo como poseedores de los 

inmuebles a usucapir a los señores José Alonso y María 

Magdalena Ruiz Vélez, porque ese proceso no es el escenario 

para reconocer a persona alguna como poseedor, a más, que 

el a quo ni aclara o especifica sobre que porción o parte de 

dichos inmuebles se le reconoció dicha calidad, por lo que no 

puede apreciarse como prueba en contra del pretensor, pues 

existe duda sobre la misma; amén, que sobre los bienes de la 

sucesión cada hijo del difunto, ejercía posesión sobre parte de 

ellos; por tanto, es posible como en verdad lo es, respecto de 

algunos bienes, que sobre una misma matrícula varios 
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tuvieran posesión; por estas razones, solita se revoque la 

sentencia de primer grado (folios 784  a 796 cuaderno 

principal). 

 

En segunda instancia al descorrer el traslado, en esencia, 

volvió sobre los mismos argumentos que señaló dentro de los 

tres (3) días siguientes a la audiencia de instrucción y 

juzgamiento y que vienen de sinterizarse. 

 

Por su parte, el extremo pasivo adujo que efectivamente 

existe una indebida identificación de la fracción del inmueble 

con matrícula inmobiliaria No. 001-379039 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur, 

puesto que el demandante no determinó su área y linderos y, 

en segunda instancia no puede cambiar la pretensión 

aduciendo que fue una indebida imprecisión porque no 

pretendía una porción del inmueble sino su totalidad; 

igualmente, existe indebida identificación del bien con 

matrícula No. 001-374823, pues el recurrente trata de 

cambiar la pretensión ante esta instancia en cuanto al área 

del inmueble que pretende, dado que la diferencia es 

significativa pues de 517.50m2 a 487m2 es de 30.5m2; el 

interrogatorio absuelto por el demandante es una prueba de 

confesión frente a la supuesta posesión que ejerce y que no 

puede desvirtuar en esta instancia; pues como aparece 

acreditado, el pretensor viene reconociendo dominio ajeno 

desde el 15 de agosto de 2003, interrumpiendo los términos 

prescriptivos; además, actúo como heredero en el proceso 

sucesorio de sus progenitores y nunca alegó la calidad de 

poseedor; simplemente se reconocieron a su favor algunas 

mejoras pero nunca la posesión; además, el Juzgado Segundo 
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de Familia de Itagüí, donde se adelanta el proceso de 

sucesión, no ha reconocido al demandante como poseedor, 

sencillamente como heredero y adjudicatario se reconoció el 

derecho de retención sobre las mejoras realizadas. Por estas 

razones, solicita se confirme la decisión de primera instancia. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado plantea el siguiente problema 

jurídico que la Sala debe resolver: ¿Están acreditados los 

elementos para la prosperidad de la acción de pertenencia? 

 

Pretensión aducida: Pretende el demandante se declare que 

adquirió el dominio de los inmuebles que describe en la 

demanda, por el modo de la prescripción extraordinaria 

adquisitiva de dominio. 

 

El artículo 2512 del C. Civil, expresamente consagra: “La 

prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de 

extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído 

las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos 

durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás 

requisitos legales. 

 

“Se prescribe una acción o derecho cuando se extingue por la 

prescripción”. 

 

Sobre la prescripción se ha pronunciado la jurisprudencia 

indicando: 
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"La prescripción con que se adquiere el dominio de las cosas 

se divide en ordinaria y extraordinaria. El C. C. sienta reglas 

o principios generales aplicables a las dos clases de 

prescripción y especiales para cada una de ellas. Entre las 

primeras pueden citarse las siguientes; tanto la ordinaria 

como la extraordinaria constituyen un modo originario de 

adquirir; por medio de ambas se puede ganar el dominio de 

las cosas corporales raíces o muebles y los otros derechos que 

no están especialmente exceptuados; en ambas se requiere, 

además, que se trate de cosas prescriptibles; que se hubiere 

ejercido la posesión de estas y que esa posesión no haya sido 

interrumpida durante cierto tiempo. 

 

"Fuera de esas reglas comunes a toda prescripción, la 

ordinaria necesita la concurrencia de los siguientes requisitos 

especiales: posesión regular y transcurso de tres años para 

los muebles y de diez para los inmuebles. 

 

"Y como la posesión regular es la que procede de justo título 

y ha sido adquirida de buena fe, la prescripción en cuestión 

requiere además: 1. La existencia de justo título, ya sea 

constitutivo o traslaticio de dominio, y siendo uno de esa 

última especie, es necesario también la tradición de la cosa, 

la que, cuando se trata de inmuebles, solo se realiza 

plenamente con el registro del título y con la entrega material 

de la cosa, por lo cual, en materia de esta clase de bienes, 

para la prescripción ordinaria es de rigor la concurrencia de la 

posesión inscrita y de la material; y 2° la existencia de buena 

fe, que por lo general se presume, aunque apenas concurra 

en el momento de adquirir la posesión. 
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"En cambio, para ganar el dominio de las cosas por medio de 

la prescripción extraordinaria, se requiere simplemente la 

posesión material ininterrumpida por espacio de treinta años, 

los que, a partir de la vigencia de la Ley 50 de 1936, han 

quedado reducidos a veinte. En ese modo de adquirir no es 

necesario título alguno y se presume de derecho la buena fe, 

sin embargo de la falta de un título adquisitivo de dominio; 

pero la existencia de un título de mera tenencia hace 

presumirse la mala fe y no da lugar a la prescripción, a menos 

de concurrir estas dos circunstancias: 1° Que el que se 

pretende dueño no pueda probar que en los últimos treinta 

años (o veinte) se haya reconocido expresa o tácitamente su 

dominio por el que alega la prescripción; 2°, que éste pruebe 

haber poseído sin violencia, clandestinidad ni interrupción por 

el mismo espacio de tiempo" (Sentencia de 18 de julio de 

1949, Casación Civil, Corte Suprema de Justicia). 

 

Para el éxito de la pretensión se deben aunar los elementos 

contemplados para la prescripción adquisitiva de dominio, los 

cuales se circunscriben a los siguientes: a) La posesión; b) 

Que la posesión se prolongue por el tiempo de ley; c) Que esa 

posesión sea ininterrumpida; d) Que el bien sea susceptible 

de adquirirse por este medio. Sobre el particular es 

importante precisar, que la prescripción ordinaria se 

diferencia de la extraordinaria porque para la primera se 

requiere una posesión regular, no así para la segunda; 

asimismo, porque en la primera el tiempo de posesión que se 

requiere es de diez años para adquirir por este medio, 

mientras que, para la segunda, la ley exige una posesión de 

veinte años. Estos términos fueron modificados por la Ley 791 
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de 2002, que redujo los términos para la prescripción 

ordinaria y extraordinaria a 5 y 10 años respectivamente. 

 

Individualización de los bienes inmuebles objeto de la 

pretensión adquisitiva de dominio: Expresamente 

consagra el artículo 83 del Código General del Proceso, como 

requisitos adicionales de ciertas demandas: “Las demandas 

que versen sobre bienes inmuebles los especificaran por su 

ubicación, linderos, nomenclaturas y demás circunstancias 

que los identifiquen. No se exigirá la trascripción de linderos 

cuando estos se encuentren contenidos en alguno de los 

documentos anexos a la demanda. 

 

“Cuando la demanda verse sobre predios rurales, el 

demandante deberá indicar su localización, los colindantes 

actuales y el nombre con que se conoce el predio en la región”.   

 

Igualmente, el numeral 7° del art. 375 Ibídem, establece que: 

“El demandante procederá al emplazamiento en los términos 

previstos en este Código y deberá instalar una valla de 

dimensión no inferior a un metro cuadrado, en lugar visible 

del predio objeto del proceso, junto a la vía pública más 

importante sobre la cual tenga frente o límite. La valla deberá 

contener los siguientes datos:” “…. f) el emplazamiento de 

todas las personas que crean tener derechos sobre el 

inmueble, para que concurran al proceso; g) la identificación 

del predio…” 

 

Como el objeto de la pretensión lo constituye el inmueble 

sobre el cual se pide la declaración de pertenencia, su 

identificación resulta crucial y no debe dar lugar o margen de 
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dudas, siendo precisamente ésta, entre otras, una de las 

razones para que en estos procesos se exija como prueba 

obligada la práctica de la inspección judicial sobre los 

mencionados bienes raíces, para verificar su cabal 

individualización, para cuyo cometido, si fuere menester, se 

debe acudir a un experto.  

 

La ausencia de individualización del inmueble pretendido, no 

solo conlleva el riesgo de que la sentencia acoja la declaración 

de pertenencia sobre uno que no tiene existencia o quizás 

diferente al pretendido por el demandante; sino, además, el 

desconocimiento de los derechos que eventualmente puedan 

tener terceras personas sobre el mencionado bien; siendo, 

precisamente, ésta la razón para que sean convocadas al 

proceso y se les nombre un curador ad litem para que las 

represente y, para cuyo efecto, se han establecido 

formalidades rigorosas para posibilitarles su concurrencia; 

como es su llamamiento mediante emplazamiento, en el cual 

se describe el inmueble objeto de la pretensión; y si esos 

datos para esta descripción, no se suministran correctamente; 

bien, porque no están actualizados o no son suficientes, no 

tienen posibilidad de hacer valer sus derechos porque bajo 

estas circunstancias, tal medio no resulta idóneo para que se 

enteren de la existencia del proceso, con lo cual se 

compromete el derecho fundamental a un debido proceso.  

 

Es cierto que en Colombia se ha venido despojando a los 

procedimientos de formalismos rigorosos, como incluso, así 

se puede advertir con el consagrado para la declaración de 

pertenencia, fue así como en la década de 1940, cuando 

recientemente se había autorizado este mecanismo para 
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declarar que una persona adquirió el derecho real de dominio 

de un bien por prescripción adquisitiva, al adoptar la 

inspección judicial como una prueba obligada, estableció que 

se tenía que realizar con la citación de todos los colindantes 

del inmueble pretendido, como así lo resalta el Tribunal de 

Casación en reciente decisión, al puntualizar: “No está por 

demás recordar que la inspección judicial, como prueba 

obligatoria en procesos de pertenencia, vino a ser adoptada 

desde la Ley 15 de 1943, en la que se conminaba al juez a no 

fallar si no había practicado la inspección ocular, diligencia 

dentro de la cual eran citados los colindantes y en la que el 

juez recibía sus declaraciones así como la de las demás 

personas que estimare necesario, todo con la finalidad de 

buscar que quedasen acreditados la continuidad, efectividad, 

publicidad y tranquilad de la posesión invocada por el 

demandante, así como la explotación económica del predio 

por parte del poseedor. Asuntos todos a que aún hoy puede 

una inspección dilucidar” (Sentencia SC6652-2015 de 

casación civil del 28 de mayo de 2015).   

 

Adicionalmente, la completa y correcta individualización del 

inmueble como objeto de la pretensión, se requiere con miras 

a garantizar la ejecución de la sentencia, como una garantía 

para hacer efectivos los derechos reconocidos a favor de los 

justiciables, pues de no de ser así, no solo se atenta contra el 

derecho fundamental de éstos a una tutela judicial efectiva, 

sino, que además se les coloca en una situación peor aún a la 

que tenían antes de acudir al órgano judicial para que se les 

dispense una debida justicia, amén del impacto negativo para 

la rama judicial por el desgaste que implica cuando una 

sentencia no se puede ejecutar; lo que a la vez se convierte 
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en una cantera para la proliferación de litigios, todo lo cual se 

debe evitar a toda costa. El ordenamiento jurídico no ha sido 

ajeno a este propósito, como lo recordó el Tribunal de 

Manizales, al indicar: “Que la correcta identidad de los 

inmuebles únicamente se puede obtener mediante la 

descripción de los linderos es regla invariable de derecho 

colombiano: el art. 222 del C. Judicial derogado era similar al 

actual art. 76 del C. de P. C. Además, y con respecto a otra 

clase de situaciones, los artículos 2594, 2658 y siguientes del 

C. C. establecían que los actos relativos a inmuebles, 

otorgados ante Notario o que debieran ser inscritos en la 

oficina de Registro, tenían que incluir el alineamiento de las 

mismas. Dichas normas se encuentran hoy reproducidas por 

los decretos 960 y 1250 de 1970” (Sentencia del 2 de febrero 

de 1979, con ponencia del Dr. Héctor Marín Naranjo).  

 

Posesión ejercida por el demandante sobre los 

inmuebles pretendidos: Solicita el pretensor que se declare 

que adquirió por vía de prescripción adquisitiva extraordinaria 

de dominio la totalidad de los siguientes inmuebles: a) Una 

fracción del lote de terreno de mayor extensión con sus 

mejoras y anexidades, ubicado en el corregimiento La Tablaza 

del Municipio de La Estrella – Antioquia, con un área total de 

92 MTS2, carrera 49DD No. 99Sur-125, interior 101, 

distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 001-379039 de 

la Oficina de Registro de instrumentos Públicos de Medellín, 

Zona Sur y, b) una fracción del lote No. dos del terreno de 

mayor extensión que tiene un área total de 1.181.50 MTS2 y 

distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 001-374823 de 

la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, 

ubicado en el corregimiento La Tablaza del Municipio de La 
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Estrella – Antioquia; porción poseída por el demandante con 

sus mejoras y anexidades, y que cuenta con un área 

actualizada topográficamente de 517.50 MTS2. 

 

Con relación a los bienes inmuebles a usucapir; como lo 

señala y reconoce el recurrente, efectivamente existen 

diferencias entre los bienes pretendidos en la demanda y los 

determinados en la inspección judicial y la pericia rendida y 

allegada por el experto; pues sobre el primero de los 

inmuebles distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 001-

379039, existen diferencias en cuanto a la nomenclatura y la 

demanda incurrió en una imprecisión al solicitar “Una fracción 

del lote de mayor extensión” cuando realmente se pretende 

en su totalidad.  

 

Al efecto tenemos, que no obstante que en la demanda se 

indica que ese predio distinguido con la matrícula inmobiliaria 

No. 001-379039 de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Medellín, Zona Sur, se encuentra identificado con 

la nomenclatura carrera 49DD No. 99Sur- 125, interior 101; 

en otro sentido, el auxiliar de la justicia que designó el 

Juzgado, tanto en el dictamen como en la aclaración que 

suministró, señala que el citado bien – vivienda en sótano -, 

está ubicado en la carrera 50 No. 99Sur-160, interior 9909 

(folios 353 y 753 cuaderno principal); además, como lo aceptó 

el recurrente, no se trata de una porción del predio como lo 

solicitó en la demanda, sino de la totalidad del mismo, el cual 

cuenta con un área de 92 MTS2; al efecto, el experto señaló 

que se trata de un lote con matrícula inmobiliaria No. 001-

379039 con un área de 92 MTS2 (folio 353 cuaderno 

principal), lo que aparece corroborado con el levantamiento 
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topográfico elaborado por el arquitecto Omar Alberto Montoya 

García, visible a folio 437 cuaderno principal. 

 

Ahora, en cuanto al lote No. 2, distinguido con la matrícula 

inmobiliaria No. 001-374823 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur, del que sólo se 

pretende en usucapión una porción con sus mejoras y 

anexidades, cuenta con un área total actualizada 

topográficamente de 517.50 MTS2, como así lo indicó en la 

demanda y confesó el recurrente; la Sala advierte que existe 

un error en el área; toda vez, que pretende como viene de 

indicarse un área 517.50 MTS2, cuando la real y determinada 

por el experto es de 487 MTS2; de donde se sigue que entre 

el área solicitada en la demanda (517.50 MTS2) y la indicada 

en el dictamen (487 MTS2), existe una diferencia de 30.50 

metros cuadrados. En este sentido, el auxiliar de la justicia en 

la aclaración al dictamen pericial señaló: “En realidad, en el 

predio de mayor extensión “MI:001-374823 LOTE 2”, se 

encuentran incluidas varias cédulas catastrales según lo 

manifestado en el punto anterior, lo cual jurídicamente cuenta 

con un área de 1.181.50, el señor José Pablo Ruiz, posee 487 

m2” (folio 751 cuaderno principal); más adelante agregó:  

“Con respecto a la CABIDA DE LOTE que reza en el dictamen 

aportado por el suscrito, en el numeral 1.7, a folio 10, el cual 

se liquida un área total de 579, comprendiendo la posesión de 

dos matrículas inmobiliarias “MI: 001-374823 LOTE 2 con 

un Área de 487 m2” y la “MI: 001-379039 con un Área 

de 92 m2” (folio 752 cuaderno principal); extensión que 

aparece corroborada con el levantamiento topográfico 

elaborado por el arquitecto Omar Alberto Montoya García, 

visible a folio 766 cuaderno principal. Es más, en el contrato 
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de promesa de compraventa celebrado entre el demandante 

y su finado padre, consigna que el “…lote tiene forma irregular 

en forma de una “T” invertida”, y en el escrito a mano alzada 

indica “área aproximada 540 mts cuadrados” (folio 41 

cuaderno principal); amén, que como lo advirtió el experto y 

lo reconoce el extremo activo, en la demanda no se 

individualizó el lote de mayor extensión, lo que resulta 

determinante no solo para identificar plenamente la franja o 

porción que se pretende en usucapión; sino, además el predio 

restante; a lo que se suma, como acertadamente lo coligió el 

a quo, que el dictamen pericial da cuenta que dicho inmueble 

linda por el costado sur con propiedad de los mismos 

herederos de Martin Ruiz (folio 755 cuaderno principal), 

mientras que la demanda afirma que por dicho costado linda 

con predio de Arturo Restrepo (folio 122 cuaderno principal). 

 

Pero, lo más determinante aún, es que el certificado de 

tradición que se tiene que traer como anexo obligado de la 

demanda corresponde al predio de mayor extensión y, en 

éste, es donde aparecen inscritas las personas que figuran 

como titulares de derechos reales principales, contra quienes 

se dirige la demanda; de tal manera, que si no se logra su 

cabal identificación, como el predio de menor extensión 

pretendido en la demanda, esta comprendido en aquél, 

tampoco es posible la individualización de éste, quedando no 

solo en entredicho, la posibilidad de adquirirse por 

prescripción, sino, además la legitimidad de los contradictores 

convocados como demandados al proceso. 
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Se advierte que el reseñado dictamen no fue objeto de reparo 

alguno por las partes y como el Tribunal no advierte 

contradicciones, constituye plena prueba y lo acoge. 

 

De las pruebas relacionadas y que se vienen examinando y 

escrutando, se infiere que la parte demandante no cumplió 

con la carga de la prueba que le incumbía, porque no acreditó 

la posesión sobre los bienes inmuebles a los que se refiere el 

libelo demandatorio y frente a los cuales solicita se le declare 

titular del derecho real de dominio, porque éstos no solo 

difieren en cuanto a su nomenclatura, sino también en su 

extensión y linderos, como viene de indicarse; amén, que en 

la demanda no se identificó o individualizó el lote de mayor 

extensión, dentro del cual está comprendido el lote No. 2, 

objeto del proceso; lo que resulta relevante porque 

obligadamente en la inspección judicial y en la prueba pericial, 

se tenía que verificar y determinar su individualización por sus 

colindancias y área y, si el predio de menor extensión 

pretendido está contenido en él; pues de no ser así, la 

individualización queda comprometida y, de contera el éxito de 

las pretensiones. 

 

Al respecto, la Ley 1579 de 2012, que adoptó el Estatuto de 

Registro de Instrumentos Públicos en Colombia, consagra en 

el parágrafo 1° del artículo 16, que: “No procederá la 

inscripción de documentos que transfieren el dominio u otro 

derecho real, sino está plenamente identificado el inmueble 

por su número de matrícula inmobiliaria, nomenclatura o 

nombre, linderos, área en el Sistema Métrico Decimal y los 

intervinientes por su documento de identidad. En tratándose 

de segregación o de ventas parciales deberán identificarse el 
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predio de mayor extensión así como el área restante, con 

excepción de las entidades públicas que manejan programas 

de titulación predial. También se verificará el pago de los 

emolumentos correspondientes por concepto de los derecho e 

impuesto de registro” (negrillas y subrayas fuera de texto).    

 

Con independencia de si las autoridades administrativas 

legalmente están facultades para dar instrucciones a los 

jueces y si es conveniente que lo hagan, así lo rotulen como 

un acto de socialización, lo cierto es, que como en verdad se 

presentan problemas a la hora de registrar providencias 

judiciales en los folios de matrículas inmobiliarias, la Oficina 

de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín Zona Norte, 

mediante el oficio GDR-112, con fecha del 17 de agosto de 

2016, dirigido al Consejo Seccional de la Judicatura Sala 

Administrativa, Tribunal Superior de Antioquia, Tribunal 

Superior de Medellín y Tribunal Administrativo de Antioquia, 

expresó que los jueces debían tener en cuenta los artículos 4 

y 16 del estatuto registral, contenido en la Ley 1579 de 2012, 

y dentro de esos requisitos reiteró el de la individualización de 

los predios con la indicación de su área en sistema métrico 

decimal.  

 

No se puede dejar de lado que la función de los jueces es la 

de poner fin a los conflictos de los asociados que han sido 

puestos a su consideración y, de contera, la de evitar la 

proliferación de litigios; por lo tanto, los litigantes y los jueces 

deben tener especial cuidado a la hora de identificar 

correctamente los bienes inmuebles, no solo por las razones 

que se han venido exponiendo; sino, además con miras a que 

se cumpla en debida forma esa misión que se le ha asignado 
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al órgano jurisdiccional sin desconocer el ordenamiento 

jurídico, verificando y determinando en debida forma los 

derechos de los asociados, evitando que las decisiones 

jurisdiccionales den lugar a nuevas controversias, como puede 

ocurrir en litigios de este linaje, con eventuales interesados 

en un proceso, porque no se les ha llamado y vinculado en 

debida forma a éste, o quizás con los colindantes del predio 

pretendido, para lo cual el ordenamiento jurídico le brinda a 

la judicatura herramientas, como ocurre precisamente con la 

inspección judicial que obligadamente se tiene que practicar, 

donde no solo el juez tiene que ser diligente a la hora de 

constatar la identidad del inmueble, sino, además verificando 

la existencia de otros poseedores o interesados, para cuyo 

cometido está facultado para interrogar a los colindantes, 

vecinos, si las circunstancias así lo ameritan.  

 

Ahora, cuando la descripción que hace la demanda para la 

identificación de los inmuebles pretendidos no coincide con la 

contrastada por el experto, porque el área, la nomenclatura o 

los linderos o las medidas de éstos no coinciden, no solo queda 

comprometida la individualización del inmueble, sino, que 

además queda en entredicho la posesión alegada por el 

pretensor en la demanda, como así lo ha enfatizado la 

jurisprudencia al puntualizar: 

 

“En síntesis, pues, no solo no coincide el lindero oriental 

anotado en la demanda, con el verificado por el Juez en la 

inspección respectiva y por los peritos en su dictamen, sino 

que, además, las dimensiones y medidas calculados por estos, 

son muy distintas a las anotadas en la demanda, 

inconsistencias todas estas que desembocan en que no está 
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suficientemente especificada la heredad reclamada por los 

demandantes, ni, por consiguiente, la posesión por ellos 

alegada, puesto que, como lo tiene dicho la Corte, “Para poder 

afirmar que alguien posee un bien determinado, que tiene la 

tenencia de él con ánimo de señor y dueño, precisa saber de 

qué bien se trata; más si resultare, como en el caso de autos, 

que el bien no puede identificarse, palparse en su contenido, 

no puede atribuirse, en principio, posesión alguna, porque esta 

sólo puede predicarse de los entes que se conozcan o se ven, 

ya que la posesión material, …, se comprueba con hechos 

perceptibles por el sentido de la vista y como atributo de algo 

corporal, delimitado e identificado, perceptible en su realidad 

externa” (G.J. L, Pág.416). 

 

“No se diga, como equivocadamente lo afirma el ad-quem, que 

deficiencias de esa estirpe atañen con la aptitud formal de la 

demanda, porque ésta, desde tal perspectiva, reúne las 

exigencias previstas en la ley procesal (artículo 76 del C. de 

P.C.), en cuanto que en ella se reseñaron unos linderos del 

inmueble con miras a especificarlo, descripción con la cual se 

cumplió el requerimiento normativo de esa índole 

(estrictamente formal). No, lo que en verdad acontece es que 

los demandantes no lograron demostrar que el predio que dicen 

poseer, es el mismo al que se refiere la demanda o, lo que es 

lo mismo, no pudieron determinar el inmueble que poseen, 

siendo esta una de las condiciones legales de la posesión; por 

supuesto que retomando la definición del artículo 762 del 

Código Civil, se tiene que "la posesión es la tenencia de una 

cosa determinada con ánimo de señor o dueño". La alocución 

"determinada" es el participio pasivo del verbo "determinar" 

que, según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, 
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significa: "Fijar los términos de una cosa/ 2. Distinguir, 

discernir..." 

 

“Subsecuentemente, el inmueble que afirman poseer los 

demandantes con miras a adquirirlo por prescripción, debe 

estar plenamente identificado, es decir deben estar 

suficientemente establecidos los límites que permitan 

distinguirlo de los demás, cometido que no cumplieron los 

demandantes. 

 

“No le era dable al sentenciador ajustar a su antojo en la parte 

resolutiva de la sentencia la extensión del lote, para hacerla 

concordar con las medidas anotadas en la demanda, so 

pretexto de conceder la usucapión únicamente hasta lo pedido, 

pues en tal caso habría que preguntarse a cual extremo de cada 

lindero debía aplicársele la reducción de la extensión y cómo 

sumarle el faltante al lindero oriental, pues de los 40.23 metros 

que según la experticia tiene, pasa a tener los 70 metros 

indicados en la sentencia.” (Sentencia de casación civil del 4 de 

abril de 2000; M. P. Dr. Jorge Antonio Castillo Rugeles). 

 

Como los inmuebles que describe la demanda y que pretende 

el demandante, difieren de los que fueron identificados en el 

proceso durante la inspección judicial que practicó el juzgado 

de primer grado, así como por el auxiliar de la justicia que 

intervino como perito, es suficiente para negar las pretensiones 

de la demanda, porque de contera, queda en entredicho la 

posesión  invocada y, por sustracción de materia, se torna 

innecesario otros escrutinios para determinar la concurrencia 

de los elementos axiológicos para la prosperidad de la 

pretensión. 
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Conclusión: Como el demandante no acreditó la posesión de 

los bienes objeto de usucapión que describe en la demanda, 

se impone la confirmación de la sentencia de primer grado. 

 

Se condenará al demandante a pagar las costas de segunda 

instancia a favor de la parte demandada. Como agencias en 

derecho causadas en segunda instancia se fijará la suma de 

UN MILLÓN OCHOCIENTOS DIECISIETE MIL CINCUENTA Y 

DOS ($1.817.052.oo), que equivale a dos (2) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo PSAA16-

10554, del 5 de agosto de 2016, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura), que se liquidarán conjuntamente 

con las de primer grado. 

 

IV. RESOLUCIÓN: 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia 

y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A: 

 

1. Por lo dicho se confirma la sentencia de fecha y procedencia 

indicadas en la parte motiva. 

 

2. Se condena al demandante a pagar las costas de segunda 

instancia a favor de la parte demandada. Como agencias 

en derecho causadas en segunda instancia se fija la suma 
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de UN MILLÓN OCHOCIENTOS DIECISIETE MIL CINCUENTA 

Y DOS ($1.817.052.oo), que equivale a dos (2) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo PSAA16-

10554, del 5 de agosto de 2016, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura), que se liquidarán 

conjuntamente con las de primer grado. 

 

3. Se ordena devolver el expediente al lugar de origen. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 


